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TRIBUNAL CONSTITUCIONAI-,

SALA SEGUNDA

Sección Tercera

Excmos .  S res . :

Don .fosé Gabaldón I.,ópez

Don Fernando García-Mon y

GonzáIez-Regueral

Don Julio D. Gonzál-ez Campos

0 06L6445
l_

NrÍ¡ r .  de Reqiet ro.  1952/94.

ASIIfüIO: Recurso de amparo

interpuesto por don Antonio

Pérez Gonzál-ez.

SOBRE: Auto del iluzgado de

1o Penal núm. 1 de Orense

que declara f irme la

Sentencia del ,Juzgado de

Instrucción núm. 3 de Ia

m isma  c i udad  en

procedimiento seguido por

deli to previsto y penado en

e I  a r t .  306 .

oTuA

I. A¡ITECEDENTES

1-. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro

General de est,e Tribunal eL día 3 de junio de 1994, Ia

Procuradora de los Tribunales, doña ,Josef a Motos Guirao,

actuando en nombre y representación de don Antonio Pérez

GonzáLez, interpuso recurso de amparo contra Ia Sentencj-a de la

Audiencia Provincial de Orense de 27 de mayo de L994, QU€,

estimando eI recurso de apelación formulado, revocó Ia dictada

por el . Iuzgado de 1o Penal núm. l- de 1a citada ciudad el 2 de

noviembre de L993, y condenó al recurrente como autor

responsable de un deli to de falsedad en documento privado a la

pena de un año de prisión menor, accesori-as y costas.

2. Los hechos relevantes en e1 presente recurso de

amparo son,  en s íntes is ,  los s igu ientes:
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a) Durante la tramitación de un procedimiento

interdictal de obra nueva ante el- ,Juzgado de Primera fnstancia

núm. 3 de Orense el- hoy actor, gue tenía la condición de

demandado en dicho proceso, presentó una escritura privada de

compraventa por 1a cual su hermano José Pérez Ie vendía un

porcenta je del  so lar  sobre cuya posesión se debat ía.

FormuLada querel la por 1a otra parte procesal, se

tramitaron di l igencias previas en 1as que se practicó informe

pericial sobre Ia f irma de1 presunto vendedor, resultando ésta

se r  f a I sa .

b) Transformadas las di l igencias previas en

procedimiento abreviado, se remit ió a1 ,fuzgado de 1o PenaL núm.

3 de Orense,  y  una vez ce lebrado eL correspondiente ju ic io  ora1,

se dictó Sentencia absoLviendo al demandante de amparo del-

de l i to  de fa lsedad por  est imar  que habfa prescr i to .

c) Apelada Ia Sentencia por la acusaci-ón

par t icu lar  y  eI  Min is ter io  F iscal ,  1a Audiencia Prov inc ia l  d ic tó

Sentencia e] día 8 de abri l  de 1-994, rechazando 1a prescripción

y condenando al- demandante como autor responsabLe de un delit,o

de fal-sedad en documento privado a La pena de un año de prisión

menor,  accesor ias y  costas.

3. En la demanda se art iculan cuatro motivos de

amparo. En eI primero de el los se aduce la violación de los

pr inc ip ios de La tu te l -a  jud ic ia l  e fect iva,  de 1a segur idad

jurídica y se denuncia indefensión, argiumentando básicamente

eu€, toda vez que Ia acusación part icular retiró su petición

condenatoria en eI acEo del juicio oral- celebrado ante eI

.ruzgado de 1o Penal, Do debió de admitirse a trámite, ni menos

aun, estimase, el recurso de apelación formulado por esta parte.

En eI segundo de los motivos de impugnación se invoca

Ia vulneración de la presunción de inocencia, pues estima el
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actor que no ha exist ido en el proceso prueba de cargo, Di

indiciaria, que permita el pronunciamiento condenatorio por el

de l i t o  de  fa l sedad  t i p i f i cado  en  e I  a r t .  306  C .P .  Ene l  t e rce ro

de 1os motivos de amparo se invoca la vulneraci-ón de La tutela

judicial efectiva que tendría su origen en que 1a Audiencia

Provincial ha interpretado los preceptos deL Código PenaL que

regulan Ia prescripción, de forma i1ógica e irracionaL.

Finalmente,  se aduce 1a v io lac ión del  pr inc ip io  de

legal idad garant , izado en e l  ar t .  25.L C.8. ,  como consecuencia de

la in terpretac ión extensiva de1 ar t .  306 C.P.  l levada a cabo por

1a Audiencia Prov inc ia l .

4 .  Por  prov idenci -a de t4  de ju l io  de A994 la  Sección

Tercera acordó,  conforme 1o d ispuesto en eI  ar t .  50.5 LOTC,

conceder a} recurrente un plazo de diez días para que acreditara

fehacientemente, por medio de cert i f icación expedida por eI

correspondiente Secretario, La fecha en gue 1e fue notif icada a

Ia representación procesal de1 actor l-a Sentencia objeto de

impugnación. Requerimiento que fue cumplimentado por eL

recurrente mediante escrito presentado eL día 29 de jul io de

L994,  con eI  que se acompañaba la  cer t i f icac ión de la  fecha en

que tuvo lugar la notif icación de La Sentencia.

5.  La Sección Tercera de este Tr ibunal ,  Por
providencia de 7 de noviembre de 1-994, acordó, de conformj-dad

con Io d ispuesto en eL ar t .  50.3 LOTC, conceder  un p lazo común

de diez días al demandante de amparo y a} Ministerio Fiscal para

que formularan las alegaciones que estimaran pert inentes en

relación con l-a carencia manif iest.a de contenido constitucional

de Ia demanda de amparo [50. ]- c) LOTCI .

6. La representación procesal del recurrente presentó

sus alegaciones mediante escrit ,o que tuvo entrada en el Registro
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General  de este Tr ibunal  e1 día 13 de d ic iembre de t994.  En é1

se reiteraban los mismos argumentos aducidos en La demanda de

amparo como fundamento de su pretensión.

7.  E l  Min is ter io  F iscal  formuló sus a legaciones

mediante escrito registrado el día l-5 de diciembre de L994, €fl

el que solicitaba que se dictara Auto declarando Ia inadmisión

de1 recurso de amparo.

Tras exponer las alegaciones aducidas en la demanda,

procede a examinar separadamente cada uno de Los cuatro motivos

de amparo. Por 1o que se refiere a la invocada vulneración del

derecho a 1a tu te la  jud ic ia l  e fect iva en e l  aspecto a1 que atañe

a la  efect iv idad en re lac ión con eI  pr inc ip io  de segur idad

jurídica, refiere que con independencia de la trascendencia del

error que hubiera podido sufrir e1 Juez de 1o Penal en orden a

Ia ret i rada de Ia  acusación,  1o a legado afectar ía ,  en su caso,

al" derecho a un proceso con todas 1as garantíasr 1r concretamente

con Ia observancia de1 pr inc ip io  acusator io ,  por  cuanto,  s€

afirma, s€ habría admitido y tramiEado el recurso de apelación

t ras haberse ret i rado 1a acusación.  Pero ta I  a legación carece de

contenido constituciona] por cuanto también eI Ministerio Fiscal

apeló la Sentencia, por 1o que el actor no habría sufr ido

indefensión material alguna, €D 1a medida que Ia pretensión

fiscal habría satisfecho las exigencias derivadas del citado

principio en La apelación, e igual ocurre en relación con l-as

costas respecto a 1as que este TribunaL ha reiterado que

constituye, en principio, un problema que no transciende del

ámbi to de Ia  leg is lac ión ord inar ia .

Tampoco e1 segundo motivo impugnatorio, relat, ivo a la

lesión del derecho a Ia presunción de i-nocencia, presenta

contenido const i tuc ional .  Así ,  a f i rma que 1a prueba per ic ia l

practicada no es Ia única en l-a que se asienta la condena, pues

de 1a propia Sentencia se desprende que además de esta prueba

pericial, la actividad probatoria está integrada por 1a prueba
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test í f ica l  y  1a documenta l ;  por  consiguiente,  d l  ex is t i r  una

actividad probatoria de cargio, legalmente practicada en }a que

se fundamenta 1a Sentencia condenatoria, f lo corresponde aL

Tribunal ConstitucionaL la nueva valoración de Ia misma.

Por 1o que se refiere a la interpretación arbitraria

de  l os  a r t s .  t ! 2  y  L1 -3  C .P . ,  seña la  e l  M in i s te r i o  Púb1 ico  que  Ia

desestimación de Ia prescripción alegada se hace conforme un

argumento razonabl-e y no rebasa los l ímites de la legalidad

ordinaria. Y en relación a La infracción de1 principio in dubio

pE9-,,.-@., recuerda Ia doctrina jurisprudencial según la cual este

principio no se identif ica con Ia presunción de inocencia, raz6n

por  la  que no resul ta  atendib le por  esta v ía.  F ina lmente,

considera que 1a Sala sentenciadora no ha l levado a cabo en eL

p resen te  caso ,  una  i n te rp re tac ión  ex tens i va  de1  a r t .  306  C .P . ,

antes a l  contrar io ,  a f i rma,  eL cr i ter io  seguido por  1a Sala es

riguroso y acorde con el sentido l- i teraf de 1os términos del

precepto.

II. FI'IIDAIIÍENTOS iII'RÍDICOS

1. Examinadas las alegaciones formul-adas por el-

recurrente y  por  e1 Min is ter io  F iscal  en e l  t rámi te prev is to en

el  ar t .  50.3 de Ia  LOTC, hemos de conf i rmar nuestra in ic ia l

apreciación de que Ia demanda carece manif iestamente de

contenido constitucionalr por Lo que concurre Ia causa de

inadmis ión  p rev i s ta  en  e l  a r t .  50 .1 -  c )  LOTC.

2" En e1 primer motivo impugnatorio se denuncia l-a

vulnerac ión de 1os derechos a la  tu te la  jud ic ia l  e fect iva,  a  }a

seguridad jurídica y aL derecho de defensa, gue tendría su

origen en La circunstancia de que, a pesar de que Ia acusación

par t icuLar  ret i ró  su pet ic ión condenator ia  en e l  acto del  ju ic io

ora l ,  s€ admi t ió  a t rámi te y  se est imó su recurso de apelac ión.
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Sin embargo, ta1 alegación eü€, como apunta e1 Minj-sterio

Fiscal ,  a fectar ía ,  en su caso,  a  la  observancia de1 pr inc ip io

acusator io ,  carece de consis tenc ia.  Pues e l  recurrente o lv ida

gü€, además de La apelación sostenida por }a acusación

par t icu lar ,  también e l  Min is ter io  Públ ico mantuvo su so l ic i tud

de condena por eL del- i to de falsedad por eI que resuLtó

finalmente condenado por Ia Audiencia Provincial. Por

consiguiente, con independencia que de que pudiera exist ir una

irregularidad procesal en la tramitación de1 recurso, 1o que es

evidente es que 1a sol-a formulación del recurso de apelación por

parte de La acusación pública era suficiente para la que La

Audiencia Provincial pudiera examinar 1o actuado ante el Juez de

Lo Penal y revisar eL pronunciamiento condenatorio. Además, €1

actor tuvo conocimiento de 1a acusación formuLada por el-

Ministerio Público de Ia que pudo defenderse oport,unamente en Ia

tramitación deL recurso. En conclusión, Ia supuesta incorrección

procesal, DO ha provocado aI actor una auténtica indefensión

mater ia l  con re l -evancia const i tuc ional  (SSTC L65/ t985,  1 ,35/L986,

t 7 t / Le94 \  .

También resuLta inconsistente 1a

demandante en orden a 1as costas procesales, por

declarado este Tribunal en múlt iples ocasiones

L90/1993)  ,  las cuest iones refer idas a }as mismas

alegación del

cuanto, como ha

(ssTc L34/re90,
constituyen un

1a legal idadproblema gue

ord inar ia .

no trasciende del ámbito de

3. Por 1o que se refiere a Ia pretendida vulneración

de1 derecho a }a presunción de inocencia, conviene recordar que

este Tribunal ha declarado en múlt iples ocasiones que tal

presunción exige, para ser desvirtuada, una actividad probatoria

de cargo producida con las garantías procesales y de las que

quepa deducir razonada y razonablemente La culpabil idad . deI

acusador y gu€ La vaLoración del material probatorio aportado aL

proceso es facultad que pertenece a 1a potestad jurisdiccional

que corresponde en exclusiva a los ,Jueces y Tribunales (SSTC
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eo/ tgAe y 98/L989) ,  a  quienes corresponde ponderar  los d is t in tos

elementos de prueba y valorar su signif icado y trascendencia en

orden a la fundamentación del fal-Io contenido en la Sentencia

( ss r c  t 24 /úü ,  ! 7s / t 985  y  98 /1990 )  .

Conforme a l-a anterior doctrina cabe concluir que Ia

Sentencia de la Audiencia Provincial ha respetado eL referido

derecho fundamenta l .  En efecto,  fa  lectura de La Sentencia

condenatoria pronunciada permite afirmar que 1a Sala ha tomado

en consideración y ha vaLorado, además de la prueba pericial

pract icada por  eI  Serv ic io  Centra l  de Pol ic ía  Cient í f ica,  Ia

declarac ión test i f ica l  que se constata en e l  acta del  ju ic io

oral aport,ada por eI demandante y la prueba documental obrante

en autos. Así pues, puede afirmarse gue ha exist ido en eL

proceso una actividad probatoria de cargo válidamente practicada

que viene a desvirtuar 1a presunción de inocencia. Y constatada

l-a existencia de un material probatorio de cargo suficiente para

fundamentar eI pronunciamiento condenatorio, Do corresponde a

este Tribunal entrar a valorar y ponderar nuevamente el mismo,

como se pretende en la demanda de amparo.

4. Estima eI recurrente que también se ha vulnerado el-

derecho a Ia  tu te la  jud ic ia l  e fect iva,  garant izado en eI  ar t .

24 .L  C.  E.  a l "  haber  in t ,erpretado la  Audiencía Prov inc ia l  1os

a r t s .  L I z  y  113  C .P . ,  € f i  l os  que  se  regu la  l a  p resc r ipc ión  de

forma carente de toda racionaLidad, violándose igualmente el

principio in dubio pro reo. En la demanda de amparo se

desarrol l-a una extensa explicación acerca de }as posibi l- idades

que tenía eL órgano judicial para determinar e1 momento de

inicio deI plazo de 1a prescripción y sobre la irrazonabil idad

de Ia opción seguida por 1a Audiencia ProvinciaL. Sin embatgo,

tal argumentación resuLta infundada pues el órgano judicial

expone motj-vadament.e en l-a Sentencia impugnada, en su fundamento

jurídico segundo, con cita de la jurisprudencj-a de1 Tribunal

Supremo, las razones por 1as que estima cual ha de ser el

momento a par t í r  deI  cual  se in ic ia  eI  p lazo prescr ip t ivo.  Por
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consiguiente, no puede estimarse la pretensión del demandante de

que por este Tribunal se examine Ia interpretación que eI órgano

judicial ha l levado a cabo de las normas penales reLativas al

insti tuto de la prescripción, cuestión que pertenece aI ámbito

de la legalidad ordinaria y, por tanto, corresponde a los

órganos jud ic ia les ord inar ios (ssTC ] -57/a990,  r50/1-993,  ent re

otras) . De suerte que este Tribunal sól-o podría entrar a verl-a

si se hubieran vul-nerado un derecho constitucionaL o,

especi f icamente,  los que e l  ar t .  24 C.E.  garant iza,  Io  que no es

e l  caso .

Por 1o que se refiere a Ia mención del- principio in

dubio pro reo, es constante la doctrina jurisprudencial según 1a

cual constituye un principio general del derecho que ha de

informar La act iv idad jud ic ia l  y  que despl iega su ef icac ia en e l -

ámbito de la valoración de la prueba, sin que pueda

identif icarse con 1a presunción de inocencia, eüQ, como ya hemos

apuntado con anterioridad, f lo resulta atendible en el presente

caso por las razones expuest,as. En suma, a part ir de la STC

3/1984 no cabe ident i f icar  e I  c i tado pr inc ip io  con e l  derecho

cons t i t uc iona l  ga ran t i zado  en  e l  a r t .  24 .2  C .E .

5.  Tampoco presenta consis tenc ia la  queja del -

recurrente refer ida a la  pretendida vu lnerac ión del  ar t .  25.1

C.E. En la demanda de amparo se argumenta que Ia Audiencia

Provincial ha LLevado a cabo una interpretación extensiva del

art. 306 de1 Código Penal, por cuanto no concurren en eI

supuesto de autos Ios elementos integrantes de este t ipo pena1.

Nos hallamos claramente ante una discrepancia del actor respecto

a la subsunción de los hechos operada por e1 órgano judicial en

eI t ipo penal referido. Sin embargo, este Tribunal ha reiterado

en múlt ip1es ocasiones que esta tarea corresponde en excl-usiva

a los Jueces y  Tr ibunales ord inar ios,  no s iendo rev isable en.v Ía

de amparo constitucional la decisión que en tal sentido adopten,

salvo en eI supuesto que de e1la se desprenda Ia lesión de un

derecho fundamental, o sea manif iestamente irrazonable o
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a rb i t r a r i a  ( ssTc  209 /1987 ,  t 7 / t 988 ,  zg / t gag ,  69 / t 989 ,  en t re

ot ras) ,  y  que Ia  del imi tac ión de los hechos y sus efectos

corresponde a los Tribunales ordinarios, cuestiones sobre Ias

que  es te  T r ibuna l -  nopuede  en t ra r  a  conoce r  [a r t .  44 .1  b )  LOTC] ,

ya que no const i tuye una tercera instanc ia (SSTC 59/L990,

244/1994 y ATC 66/1993,  ent re ot ras)  .  En e l  presente supuesto 1a

Audiencia Provincial procede a subsumir 1os hechos probados en

l-a norma con un criterio r iguroso y acorde con eI sentido

l i teraL de 1os términos de1 precepto, y, en modo alguno, puede

afirmarse que ha Llevado a cabo una interpretación extensiva o

que pueda considerarse írcazonable. Por 1o que no corresponde

a este Tribunal en eI presente recurso de amparo revisar Ia

interpretación de 1a norma realizada por e1 órgano judicial, en

Ia función que le corresponde en exclusiva conforme aI art.

L17 .3  C .E .

Por todo 1o expuesto, la Sección

A C U E R D A

La inadmisión de Ia demanda de amparo int,erpuesta por

don Antonio Pérez GonzáIez, poF carecer manif iestamente de

contenido constitucional .

Madrid, a ocho de mayo de mi1 novecientos noventa y

cr_nco.
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